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Prólogo: algunas ideas para entender críticamente la discapacidad y fomentar una ciudadanía social

Lucas Correa Montoya1

Difícilmente puede entenderse la discapacidad separada del mito de capacidad del cuerpo y la mente humana; mientras en muchos casos la idea de la discapacidad se muestra como lo anormal, como lo diferente, como parte de la diversidad humana que debe ser socialmente incluida; la capacidad, como mito, se esconde tras una falsa idea de normalidad. El mito de la capacidad, que se presenta como sólido, no es otra cosa que una herramienta para esconder, disimular o hacernos ignorar las características propias de la condición humana: su fragilidad, precariedad y lo efímero de su realidad. La discapacidad, del otro lado en palabras de Kristeva, nos confronta con esa realidad a la que con tanto esfuerzo queremos aferrarnos2.

Existe una relación entre la discapacidad y la capacidad, entre las personas con discapacidad y las demás personas aparentemente sanas, normales o simplemente imbuidas en el mito de la capacidad. Esta relación es muchas veces una relación tensionante, de miedo, de lástima o de ignorarse mutuamente, pero como lo plantea Dan Goodley, es necesario tender puentes y ganar aliados en ambos lados de la relación para lograr por lo menos dos objetivos: primero, para ofrecer perspectivas críticas, disruptivas si se quiere, sobre lo que nos hemos acostumbrado a escuchar sobre la discapacidad y que tiene limitadas oportunidades de emancipación y de ciudadanía plena en el sur global; y segundo, para tratar de develar el mito de la capacidad y poner al descubierto la enorme fragilidad y precariedad de la condición humana, la cual debe ser socialmente protegida3.

Preguntarse o entender críticamente la discapacidad, como lo plantea Goodley (2014) en su libro “Disability Studies. Theorising disablism and ableism”, implica tener en cuenta por lo menos cuatro ideas de partida que son sustancialmente distintas a la forma como hoy día, desde el modelo social y desde el derecho internacional de los derechos humanos4, entendemos la discapacidad.

En primer lugar, entender la discapacidad de manera crítica implica preguntarnos nuevamente por el impedimento o por la deficiencia, y entender cómo eso que médica o científicamente se cataloga o diagnostica como normal u óptimo, es lo que permite crear la idea del “otro” o de los “otros” con discapacidad, de los otros frágiles y precarios5. La discapacidad, entendida desde la limitación, la deficiencia o la diversidad funcional, es entonces creada por el mito de la capacidad para marcar al “otro” que no encaja, el “otro” precario, el “otro” frágil; ese otro que nos recuerda con su existencia el riesgo permanente e incierto que enfrentamos de perder nuestra capacidad, que es siempre efímera, para llegar finalmente en lo que siempre hemos sido, cuerpos frágiles y precarios6.

En segundo lugar, entender críticamente la discapacidad exige tener presente que la idea que se tenga de la discapacidad refleja lo que como personas o sociedad valoramos en mayor o menor medida de la vida7. La creación de ese “otro” nos confronta permanentemente con eso que no queremos ser y nos permite igualmente aferrarnos a eso que aparentemente somos, personas normales, sanas, autónomas y capaces. El discurso de la diversidad humana y los imperativos de inclusión social se enfrentan de manera permanente y tensionante con eso que, muchas veces de manera soterrada y otras veces explícitamente, se valora como mejor, deseable o que simplemente no se quiere perder.

En tercer lugar, entender críticamente la discapacidad exige reconocer y poner en duda el mito de la capacidad que envuelve nuestra idea de ser humano, como un individuo o ciudadano típico, como una persona capaz de aprender rápidamente, como una persona que está lista para trabajar, para contribuir a la sociedad, una persona que es autónoma, independiente, sana, capaz de cumplir con lo que el sistema o el mercado esperan de ella. Develar el mito de la capacidad permite tender puentes entre los lados de la relación discapacidad-capacidad para situar a la condición humana en el medio.

Finalmente entender de manera crítica la discapacidad exige develar y oponerse a las prácticas opresivas o discriminatorias en contra de las personas con discapacidad que amenazan con excluir, erradicar o neutralizar individuos, cuerpos, mentes o prácticas comunitarias, que fallan al tratar de cumplir con el imperativo de la capacidad8. Entender críticamente la discapacidad implica no dar por sentado el statu quo de exclusión, discriminación y opresión, y reconocer en paralelo los límites ideológicos y prácticos del modelo social y de la inclusión social de las personas con discapacidad9.

MÁS ALLÁ DEL MODELO SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD

No obstante, poner en duda la forma como entendemos y actuamos sobre la discapacidad, y particularmente exponer las limitaciones del modelo social, debe cumplir un fin. Abordar críticamente la discapacidad debe ser una actividad crítica en su función transformadora, no algo que solo ponga en duda el modelo social y sus innegables avances y que fomente volver atrás, sino que teja sobre la capacidad de poner en duda lo que consideramos como cierto, que nos permita identificar las fuerzas discursivas que impactan esa forma de ver la discapacidad, y tengamos la oportunidad de mirar hacia delante, quizás de una forma distinta, desde la duda, y la incertidumbre para forjar una ciudadanía emancipadora y socialmente protegida.

Es necesario poner en duda ideas cómodas, políticamente correctas y ampliamente aceptadas sobre la discapacidad que encubren dinámicas de opresión y colonización que perpetúan relaciones de poder sobre las personas y sus cuerpos, tengan o no una discapacidad. Ideas que el mito de la capacidad ha creado como el “otro” con discapacidad y que nos recuerdan el riesgo permanente e incierto de llegar a serlo. Debemos poner en duda algunas ideas sobre las cuales se basa nuestra concepción de la discapacidad no para fomentar una ciudadanía de las personas con discapacidad, por el contrario y con Goodley, para fomentar una ciudadanía emancipadora que devele el mito de la capacidad, de la condición humana y de lo que valoramos de ella, en el marco de la dignidad y el respeto. Una ciudadanía de todos10.

Las reflexiones que se ofrecen en el presente libro se enmarcan en el contexto del sur global, en donde las personas con discapacidad, y la idea misma de la discapacidad, frecuentemente se encuentra atrapada en la trampa del capitalismo exacerbado, en la lógica neoliberal de la producción y de la desprotección y de la falta de asistencia social, en una trampa que se caracteriza de la siguiente manera. En primer lugar, se reconoce a las personas como sujetos de derechos, como ciudadanos plenos, por lo menos formalmente, porque en todo caso no puede el sistema negar pública y abiertamente esas condiciones. No obstante, la trampa radica en que finalmente no está interesado en fomentar que dichas categorías tengan amplias implicaciones prácticas, no está interesado en avanzar en la igualdad material y aprovecha entonces la inacción del Estado y la falta global de movilización social de las personas para conservar y profundizar las condiciones de exclusión y opresión.

En segundo lugar, entiende, o usa el disfraz de la diversidad humana para entender la discapacidad, ocultando bajo el mito de la capacidad, que aquello que llama o nombra como diverso, en realidad esconde la fragilidad, precariedad y lo efímero de toda la capacidad humana, y que expulsa a una categoría de “otro” que nombra como diferente, pero que en la práctica considera inferior, menos hábil, menos capaz, y a quienes ofrece pocas oportunidades, o muchas veces ninguna, porque de manera soterrada no los considera ciudadanos plenos, plenos sujetos productivos del mercado.

En tercer lugar, utiliza el mecanismo de la inclusión social como la herramienta para el goce de los derechos y el fomento de la ciudadanía diversa. Pero en el sur global la inclusión social de las personas con discapacidad es una categoría precaria: carece de recursos públicos y privados suficientes, no es una prioridad política de largo aliento, compite en condiciones desiguales (y muchas veces desventajosa) con estrategias que se leen como más generales y de mayor impacto (como la superación de la pobreza, la lucha contra el desempleo, la informalidad, la equidad de la mujer, la atención a la niñez, etc.), en muchos casos se integra de procesos, débiles, solitarios o defectuosos, en otros casos los procesos son inexistentes. La promesa de inclusión social es si acaso simbólica, aislada, incapaz de generar impactos profundos.

Y en cuarto lugar, a diferencia del norte global, en donde lo anterior también sucede, en el sur global las personas con discapacidad no encuentran los beneficios y asistencia del estado bienestar o de un sistema de seguridad social medianamente consolidado. En algunos casos acceden a determinada oferta que pocas veces se ha institucionalizado como un derecho y que deriva más del populismo de turno. En todo caso las necesidades subsisten y son catalizadas por la mayor pobreza en que se encuentran las mismas personas y sus familias, y por el hecho que la discapacidad en muchos casos los arrastra a una mayor pobreza.

La trampa en la que se encuentran las personas con discapacidad en el sur global difícilmente puede llevarlas a exigir un estado bienestar o de buscar una protección social especial para su situación, las cuales tienen pocas posibilidades de existir. Quizás una luz se pueda encontrar en la alianza entre las personas con discapacidad y los que vivimos imbuidos en el mito de la capacidad, en donde se asume la protección social, no de la discapacidad, sino de la condición humana que se reconoce como una ciudadanía frágil y precaria.

EL PANORAMA PRECARIO DE LA SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN COLOMBIA

Colombia es un país de renta media que en los últimos años ha tenido, en general, un buen desempeño económico. Desde el año 2012 ha crecido sostenidamente y se le ha reconocido por enfrentar de manera satisfactoria la crisis financiera global. Colombia ha tenido éxito en diferentes estrategias para superar la pobreza extrema y la pobreza monetaria. No obstante su buen desempeño, el país tiene el dudoso privilegio de ser uno de los más desiguales e inequitativos del mundo, el número 1211. En el 2014 el 28.5% de la población colombiana estaba en condición de pobreza monetaria, la cual para 2013 era del 30.6%. Por otro lado, en 2014 el 21.9% de la población general vivía en condiciones de pobreza multidimensional, la cual combina indicadores de salud, educación, trabajo, vivienda y niñez; el porcentaje para el 2013 era de 24.8%. La pobreza extrema se redujo igualmente entre 2013 y 2014, pasando del 9.1% al 8.1%12. No es posible saber a ciencia cierta la relación entre la pobreza y la discapacidad en Colombia, no obstante, como se constató en el informe “Discapacidad e Inclusión Social en Colombia”13 las personas con discapacidad en Colombia hacen parte de la población más pobre y excluida; a pesar de los avances normativos logrados por Colombia en la última década, el goce efectivo de sus derechos y el acceso en condiciones de igualdad a los servicios públicos son aún tareas pendientes.

El 72.8% de las mujeres con discapacidad registradas en el RULCPD no tiene ingresos, el 24% tiene ingresos menores a $500.000 pesos (inferiores al salario mínimo mensual) y menos del 3.8% de las mujeres registradas tienen ingresos superiores al salario mínimo14. De otro lado, el 63.6% de los hombres con discapacidad registrados no tiene ingresos, el 31% tiene ingresos menores a $500.000 pesos (inferiores al salario mínimo mensual) y menos del 5.4% de los hombres registrados tienen ingresos superiores al salario mínimo15.

El Sistema de Seguridad Social colombiano se ha venido modernizando en las últimas dos décadas. No obstante, sus avances no son homogéneos en todos sus pilares (salud, pensiones, riesgos laborales). Los indicadores del Sistema de Pensiones en Colombia son preocupantes. De acuerdo con cifras de la Misión Colombia Envejece16, en el 2015 solo el 23% de la población colombiana mayor de 60 años recibía una pensión de vejez; de ese universo, el 85% de las mujeres mayores no recibía pensión y solo el 10% de la población mayor rural tenía acceso a esta prestación económica. De acuerdo con las proyecciones de la Misión Colombia Envejece, si no se hacen reformas urgentes al mercado laboral y al Sistema de Pensiones, en el 2050 más del 85% de la población colombiana no tendrá una pensión al momento de su vejez17. Esta perspectiva tiene raíz en que si bien el desempleo para agosto de 2015 era del 8.2%, la informalidad laboral en las 23 ciudades principales de Colombia rondaba el 47.9%. Es difícil conocer las cifras de desempleo e informalidad de la población con discapacidad en Colombia, sin embargo es posible deducir que su posición en el mercado laboral formal e informal no es mejor que la de la media de la población colombiana.

De acuerdo con el RULCPD, el 22% de las mujeres reportó como actividad principal estar incapacitada de manera permanente para trabajar sin recibir ningún tipo de pensión, lo cual contrasta con el 1.2% de mujeres con discapacidad que reportó estar incapacitada de manera permanente y sí recibir una pensión18. La situación de las mujeres mayores de 60 años con discapacidad es ligeramente mejor que el de las jóvenes respecto al acceso a pensiones. De las mujeres mayores con discapacidad registradas el 36.1% está incapacitada para trabajar y no recibe ninguna pensión, lo que contrasta con el 4.7% que está igualmente incapacitado pero sí recibe alguna pensión19.

A su vez, y de acuerdo con el RULCPD, el 26.6% de los hombres con discapacidad registrados está incapacitado para trabajar y no recibe ningún tipo de pensión, lo que contrasta con el 2.1% que está igualmente incapacitado para trabajar pero sí recibe alguna pensión20. La situación de los hombres mayores con discapacidad también es ligeramente mejor en cuanto al acceso a pensiones. El 43.1% de los hombres mayores con discapacidad está inca-pacitado para trabajar y no recibe ninguna pensión, lo que contrasta con el 6.6% que está igualmente incapacitado pero que sí recibe alguna pensión21.

El Sistema de Seguridad Social colombiano no protege la discapacidad como un impacto social que de acuerdo con la Observación General 19 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales debe ser asegurada de forma contributiva o subsidiada, en el marco del Sistema General de la Seguridad Social22. El Estado colombiano ha entendido, de manera equivocada, que la protección a la pérdida de la capacidad laboral garantiza la protección social a todas las personas con discapacidad, cuando en realidad solo aplica a un sector reducido de personas que estando incluidas en el mercado laboral formal adquieren una discapacidad y dicha discapacidad acarrea una pérdida de más del 50% de la capacidad para trabajar. De esta forma un grupo importante de personas con discapacidad queda excluido de la protección social23.

No solo el Sistema de Seguridad Social colombiano protege de manera precaria a las personas con discapacidad, sino que el acceso a otros derechos como la educación y el trabajo son igualmente restringidos. Los datos del Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) del Ministerio de Educación Nacional para 2014 y 2015 son alarmantes en lo que a las personas con discapacidad se refiere. La matrícula de personas con discapacidad para el 2014 representó el 1.21% de la matrícula total, siendo más alta en la educación pública (1.72%), y menor en la educación privada (0.77%). En 2014, de los 10.3 millones de personas en edad escolar matriculados en el sistema educativo colombiano, 156.030 eran personas con discapacidad. La matrícula de personas con discapacidad para el 2015 representó el 1.34% de la matrícula total, siendo considerablemente más alta en la educación pública (1.91%), y menor en la educación privada (0.86%). En 2015, de los 10.3 millones de personas en edad escolar matriculados en el sistema educativo colombiano, 173.728 eran personas con discapacidad24. De esta manera es posible concluir que la mayoría de las personas con discapacidad en edad escolar en Colombia no acceden al sistema educativo inclusivo, lo que generará en su posterior vida adulta, un capital humano menor que les restará sin duda oportunidades de ganarse la vida en un mercado laboral competitivo.

De acuerdo con el Censo del 2005 y con las proyecciones poblacionales a 2015, de los 3.000.000 de personas con discapacidad que tiene Colombia el 52.3% está en edad de trabajar (cerca de 1.6 millones de personas) pero solamente el 15.5%, (480.000 personas con discapacidad) tiene trabajo, y solo el 2.5% gana un (1) salario mínimo o más. De otro lado, solo el 12.5% de las mujeres registradas en el RULCPD reportó estar trabajando y el 4.8% reportó buscar trabajo. La principal actividad desarrollada por las mujeres con discapacidad registradas en los últimos seis meses eran los oficios del hogar (30%). En segundo lugar, el 22% de las mujeres reportó como actividad estar incapacitada de manera permanente para trabajar sin recibir ningún tipo de pensión25. De acuerdo con el RULCPD, el 21.3% de los hombres con discapacidad registrados se encuentra trabajando y el 7.5% se encuentra buscando trabajo. Un 6.3% de los hombres con discapacidad en edad de trabajar se dedica a los oficios del hogar. A su vez, el 26.6% de los hombres con discapacidad registrados está incapacitado para trabajar y no recibe ningún tipo de pensión26.

LA RELEVANCIA DE UNA PENSIÓN DE DISCAPACIDAD EN COLOMBIA

Ante el precario panorama de inclusión social de las personas con discapacidad la discusión sobre una pensión de discapacidad resulta no solo relevante sino apremiante. Una pensión de discapacidad debe entenderse como un mecanismo de protección social que asegura el hecho de ser una persona con discapacidad, sea porque se nazca con dicha condición o porque se adquiera en algún momento de la vida. Dicha pensión debe proteger a las personas con discapacidad y a sus familias del riesgo de caer en la pobreza y encontrarse sin ingreso alguno y con las cargas enormes de tener que atender los cuidados que ella demanda. Esta es una necesidad que, como se plantea en el libro, deriva de los estándares internacionales sobre el Derecho a la Seguridad Social y que no ha sido abordada de manera responsable por el legislador configurando una omisión de constitucionalidad. De esta manera la presente publicación constituye un importante insumo en esa discusión, fundamentarla jurídica y técnicamente y avanzar así en la protección del derecho a la seguridad social de las personas con discapacidad en Colombia.



Contextualización


En 2016 de acuerdo al Departamento Nacional de Estadística (DANE), existían en Colombia más de 48 millones de habitantes1, en estos se incluían 2,6 millones de personas en condición de discapacidad2, cifra equivalente al 5,3% de nuestra población. Sin embargo, la Organización Mundial de la Salud (OMS) estima que las personas en condición de discapacidad representan entre el 10 y el 15% de la población3, para el caso colombiano, una cifra que oscilaría entre 4.8 y 7.3 millones de personas.


Lo anterior significa que actualmente no existe correspondencia entre los indicadores internacionales de medición a la discapacidad y el conteo nacional que lleva el DANE, en otras palabras, existe un subregistro nacional de personas con discapacidad, en este pueden ubicarse las víctimas de un conflicto armado que ha durado 40 años.


Ahora bien, al margen del problema estadístico y sin detenernos a discutir si nos referimos a 2,6 millones de habitantes o una cifra superior, el presente escrito destaca que 2,6 millones de habitantes es por si sola una suma considerable, por lo que es necesario detenerse en el análisis del derecho de éstas personas a gozar de la seguridad social en pensiones, explorando particularmente la necesidad de crear una pensión de discapacidad que las favorezca, de esto se ocupa el texto.


ANÁLISIS DE LA DISCAPACIDAD DESDE EL MODELO SOCIAL


La discapacidad representa un concepto polisémico que puede ser abordado desde diferentes modelos teóricos4, algunas de las posiciones que hoy deben superarse han llegado a interpretarla como castigo divino en respuesta al pecado; como una anormalidad física o psicológica; como una enfermedad que necesita ser curada o por lo menos rehabilitada y como un problema exclusivo del individuo afectado en virtud del cual es considerado menos capaz que otra clase de individuos5. La legislación6 y políticas públicas7 colombianas en el pasado han estado y algunas continúan estando impregnadas por estos modelos, en consecuencia se han referido y han tratado a las personas en condición de discapacidad como: incapaces, inválidos, mentecatos o lisiados8, desconociendo en algunos casos sus derechos preferentes.


No obstante, Colombia a partir de la ratificación a la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad9 (CDPD) expidió la Ley Estatutaria 1618 de 201310, adicionando al bloque de constitucionalidad ésta Convención y adoptando como ella lo hace el modelo social de trato a la discapacidad11, una manera diferente de abordar la discapacidad, un enfoque de derechos, que rompe con el paradigma clásico donde esta es vista como un obstáculo.


De acuerdo al modelo social de trato a la discapacidad, ésta representa una manifestación de la diversidad humana, no una enfermedad o una incapacidad. Asimismo, el modelo social de trato a la discapacidad exige concebir a las personas como sujetos de derechos, como ciudadanos plenos, entendiendo que una deficiencia o limitación no debe imposibilitar al ser humano su desarrollo pleno ni justificar la vulneración de sus derechos y libertades, dado que todos los individuos somos plenamente valiosos. En este sentido, la discapacidad representa una posibilidad de realización personal diversa y no un obstáculo12.


Igualmente, el modelo social desarrolla los mandatos constitucionales de acuerdo con los cuales se ha reconocido que las personas en condición de discapacidad representan una minoría discreta u oculta que requiere del Estado la implementación de medidas de diseño universal, ajustes razonables y acciones afirmativas tendientes a evitar su discriminación y lograr su igualdad material en los términos del artículo 13 de la Constitución Política de 1991, según el cual: el Estado “protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.


De acuerdo con Agustina Palacios, el modelo social rompe el paradigma donde cualquier deficiencia, limitación o enfermedad se equipara a discapacidad para proponer una noción relacional de discapacidad según la cual se requiere que dichas deficiencias o limitaciones interactúen con una serie de barreras sociales o facilitadores. De esta manera la discapacidad va más allá de la condición de salud de la persona y pone la atención en el entorno social para entender la discapacidad, las barreras que enfrentan las personas y por tanto la situación de exclusión y vulneración de derechos en la que pueden llegar a encontrarse13.
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